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Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 

 Artículo 1º. (Ámbito de aplicación y entrada en vigencia de la presente ley).- A 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las disposiciones previstas se 
aplicarán para todos los procesos que se tramiten ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, incluyendo los procesos en trámite, aunque en este 
caso sin afectar los plazos, recursos y diligencias que hayan empezado a correr 
o hubieren tenido principio de ejecución.

 Artículo 2º. Sustitúyese el artículo 104 del Decreto-Ley Nº 15.524, de 9 de 
enero de 1984, por el siguiente:  

“ARTÍCULO 104.- En todos los puntos no expresamente regulados por la 
presente ley y por la Ley Nº 15.869, de 22 de junio de 1987, con las 
modificaciones introducidas por la Ley Nº 16.462, de 11 de enero de 1994 y 
la Ley Nº 17.292, de 25 de enero de 2001, así como en las situaciones en 
que estos se remitan a disposiciones del Código de Procedimiento Civil, se 
estará, en cuanto sea pertinente, a lo dispuesto en el Código General del 
Proceso Libro I y normas concordantes o modificativas. 

   Sin perjuicio de la regla general de remisión al Código General del Proceso, 
exceptúase la aplicación de todas las disposiciones de ese Código que 
refieren a la máxima de la inmediación. Por consiguiente, el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo podrá presidir las audiencias por sí mismo, a 
cuyo efecto bastará la presencia de tres de sus miembros, o podrá delegarlas 
en los funcionarios receptores, siempre bajo la supervisión del Secretario 
Letrado. 

Artículo 3º. (Domicilios, notificaciones y plazos). Tanto el actor como el 
demandado y terceristas en su primera comparecencia ante el Tribunal deberán 
constituir domicilio procesal electrónico, bajo apercibimiento de tener por 
constituido domicilio procesal en los estrados, sin necesidad de mandato o 
declaración alguna al efecto.  

 Serán notificadas en el domicilio de los interesados, además de las 
resoluciones previstas en el artículo 87 del Código General del Proceso, en lo 
que sea pertinente, las siguientes resoluciones: 

1) La que confiere traslado al actor a los efectos de que pueda proponer
prueba complementaria, contraprueba o prueba sobre prueba (artículo
11), la que le confiere traslado de las excepciones previas (artículo 8º).

2) La que confiere traslado a las partes de la intervención del tercero
coadyuvante con el demandado (artículo 4º).
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3) La que mande subsanar defectos a cualquiera de los interesados (artículo
7º).

4) La que confiere vista a las partes en el caso del artículo 9º.

5) La que ordena formular alegatos.

 Artículo 4º. (Intervención del tercerista coadyuvante de la Administración).- De 
la intervención de un tercerista coadyuvante de la Administración se dará 
traslado al actor y demandado por un plazo común de quince días y, al evacuar 
el traslado, ambos podrán proponer la prueba complementaria que consideren 
necesaria. 

 Artículo 5º. (Tercerías durante el proceso).- Tanto en la demanda de anulación, 
como en la contestación de la administración se podrá denunciar los nombres y 
domicilios de los terceros cuyos derechos o intereses directos, personales y 
legítimos pudieran resultar perjudicados en caso de recaer sentencia anulatoria, 
total o parcial, a fin que el Tribunal les dé noticia del pleito.  

 Los terceros interesados en coadyuvar con la defensa de la demanda podrán 
comparecer dentro del plazo de treinta días siguientes a su notificación e 
intervenir en el proceso, en adelante, como un litigante más, tomándolo en el 
estado en que se encuentre. Si hubiera más de un tercerista, el Tribunal podrá 
exigir que actúen conjuntamente designando un procurador común. 

 Artículo 6º. (Demanda y contestación).- El traslado de la demanda anulatoria 
será por veinte días. En ese plazo, la Administración demandada podrá allanarse 
a la pretensión, oponer excepciones previas, contestar contradiciendo o limitarse 
a comparecer denunciando siempre a los terceros interesados. Si adoptara más 
de una de esas actitudes, deberá hacerlo en forma simultánea y en el mismo 
acto. 

 Artículo 7º.(Subsanación de defectos).- El Tribunal podrá acordar un plazo 
máximo de treinta días para que cualquiera de las partes que intervienen en el 
proceso subsane los defectos que padezca su acto de proposición o de defensa, 
de la administración o de los terceristas, bajo apercibimiento de tenérselo por no 
presentado. 

 Artículo 8º. (Excepciones previas).- Se podrán oponer como excepciones 
previas, además de las previstas en el artículo 66 del Decreto-Ley Nº 15.524, de 
9 de enero de 1984, las previstas en el artículo 133 del Código General del 
Proceso. De todas ellas, se conferirá traslado al actor por el plazo de diez días. 

 Artículo 9º. (Relevamiento de oficio de las excepciones previas).- Aunque no 
se hubieran opuesto como excepciones previas, el Tribunal podrá relevar de 
oficio las siguientes excepciones previas: 

a) La falta de jurisdicción.
b) La falta de capacidad, de representación o de postulación.
c) La falta de agotamiento de la vía administrativa.
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d) La manifiesta falta de legitimación en la causa de cualquiera de las partes.
e) La caducidad de la acción.
f) La cosa juzgada, la litispendencia y la improponibilidad manifiesta de la

demanda. 

 Si el Tribunal advirtiere que ocurre alguna de estas circunstancias, dará vista 
a las partes con plazo de diez días y, si lo considera necesario, solicitará después 
el dictamen del Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo.  

La decisión al respecto será adoptada por el voto conforme de por lo menos 
tres integrantes del Tribunal. 

Artículo 10. (Despacho saneador).- Finalizada la etapa de proposición, el 
Tribunal deberá resolver todas las cuestiones previas que obsten a la decisión 
de mérito, tanto las excepciones previas que se hubieran opuesto como las 
cuestiones relevables de oficio.  

De tratarse de una cuestión que requiera prueba, antes de resolver la 
excepción se conferirá a ambas partes un plazo común de seis días para 
proponer prueba. En el caso de los documentos que se quieran utilizar, siempre 
que estén en su poder, la parte los agregará en el mismo acto de proposición. 

Se aplicará a la prueba de esta etapa lo previsto en el artículo 11, incisos 
tercero y cuarto. 

Diligenciada la prueba, las partes tendrán un plazo común de seis días para 
alegar. Oído el Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, el 
Tribunal dictará sentencia interlocutoria saneadora. 

Artículo 11. (Prueba sobre el objeto principal).- Una vez realizados los actos 
de proposición o vencidos los plazos respectivos y resueltas las excepciones 
previas en su caso, o relevadas de oficio las que corresponda, siempre que el 
acogimiento o relevamiento de la excepción no suponga la conclusión del 
proceso, se conferirá a ambas partes un plazo común de diez días para proponer 
prueba.  

De la prueba propuesta, el Tribunal conferirá a ambas partes un plazo común 
de cinco días para proponer la contraprueba o prueba sobre prueba. 

Podrá proponerse cualquier medio probatorio no prohibido por ley y solo 
podrán ser propuestas posteriormente las pruebas claramente supervinientes, o 
referidas a hechos nuevos o mencionados por la contraparte al contestar la 
demanda. En el caso de los documentos que se quieran utilizar, siempre que 
estén en su poder, la parte los agregará en el mismo acto de proposición. 

Se procurará evitar la excesiva dilación del período probatorio. El Tribunal está 
facultado para tener por desistida la prueba propuesta que no fuera producida 
dentro de un plazo razonable por la falta de diligencia de la parte proponente. 
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Artículo 12.- (Alegatos de bien probado). Finalizado el diligenciamiento de la 
prueba, se conferirá un plazo común de quince días para que las partes y 
terceros presenten sus alegatos de bien probado. Vencido dicho plazo o 
presentados los alegatos, se tendrá por concluida la causa y se dará traslado al 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo para que dictamine al 
respecto. 

El dictamen previo a la sentencia definitiva del Procurador del Estado en lo 
Contencioso Administrativo será preceptivo y tendrá para dictarlo un plazo de 
treinta días.  

 Artículo 13.- Promovido el proceso anulatorio, el Tribunal tomará de oficio las 
medidas tendientes a evitar su paralización y adelantar su trámite con la mayor 
celeridad posible. 

Artículo 14.- Todos los plazos previstos en el Decreto-Ley Nº 15.524, de 9 de 
enero de 1984, en la Ley Nº 15.869, de 22 de junio de 1987 y sus leyes 
modificativas, así como en la presente ley, son perentorios e improrrogables. 

 Artículo 15.- (Acceso al Servicio de Informática del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo).- Determínase que el acceso a la base de datos del Servicio de 
Informática del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el cual contiene 
información relativa a la gestión de sus expedientes, así como su jurisprudencia, 
estará disponible para todas las personas y de forma gratuita. 

Artículo 16.- (Comisión para la Reforma del Sistema Contencioso Anulatorio). 
Créase una Comisión para la Reforma del Sistema Contencioso Anulatorio, con 
el cometido de elaborar una reforma integral de todos los procesos que se 
tramitan ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y sus trámites previos, 
integrada por dos representantes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
dos representantes de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República, 
un representante designado en acuerdo por las Facultades de Derecho de las 
Universidades privadas que cuenten con ella y dos representantes del Colegio 
de Abogados del Uruguay. Cada representante contará con dos alternos 
designados del mismo modo que el titular, los que podrán participar con voz pero 
sin voto en las deliberaciones. Dicha Comisión deberá elaborar un anteproyecto 
de ley en el plazo de un año a contar de su constitución, debiendo elevar su texto 
a la Presidencia de la Asamblea General conjuntamente con los informes que 
entienda pertinentes. 

Sala de la Comisión, 17 de agosto de 2021 

CHARLES CARRERA 
Miembro informante 
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CARMEN ASIAÍN  CARLOS CAMY 
con salvedades 

ENRIQUE CANON   GUILLERMO DOMENECH 

PABLO LANZ   JOSÉ CARLOS MAHÍA 
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PROYECTO DE LEY 

Artículo 1.- (Ámbito de aplicación y entrada en vigencia de la presente ley). A 

partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las disposicones previstas por la misma 

se aplicarán para todos los procesos que se tramiten ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, incluyendo los procesos en trámite, aunque en este caso sin afectar los 

plazos y diligencias que hayan empezado a correr o hubieren tenido principio de ejecución. 

Artículo 2.- Sustituyese Artículo Nº 104 del Decreto-Ley Nº 15.524 de 9 de 

enero de 1984, por el siguiente: 
. . 

"ARTÍCULO 104.- En todos los puntos no expresamente regulados por el Decreto-Ley Nº 

15.524 de 9 de enero de 1984, la Ley Nº 15.869 de 22 de junio de 1987 y la presente ley, 

así como en las situaciones en que estos se remitan a disposiciones del Código de 

Procedimiento Civil, se estará, en cuanto sea pertinente, a lo dispuesto· en el Código 

General de Proceso Libro 1 y normas concordantes o modificativas. 

Artículo 3.- (Domicilio de los Gobiernos Departamentales). A todos los efectos 

de la jurisdicción del Tribunal de lo Contencioso Administrativo se considera la Sede del 

Congreso Nacional de Intendentes como domicilio real de los Gobiernos Departamentales 

del Interior, pudiendo ser citados y emplazados en ese domicilio a todos los efectos. 

Tanto el actor como el demandado y terceristas en su primera comparecencia ante 

el Tribunal deberán constituir domicilio electrónico siendo válidas y eficaces las 

notificaciones que se efectúen en ese domicilio. Si no lo hubieran constituido se les 

notificara en los estrados. 

Artículo 4.- (Tercerías durante el proceso). Tanto en la demanda de anulación, 

como en la contestación de la administración se deberá denunciar los nombres y domicilios 

de los terceros cuyos derechos o intereses directos, personales y legítimos pudieran 

resultar perjudicados en caso de recaer sentencia anulatoria, total o parcial, a fin que el 

Tribunal les dé noticia del pleito. 

Los terceros interesados en coadyuvar con la defensa de la demanda podrán 

comparecer dentro del plazo de treinta días improrrogables y perentorios siguientes a su 

notificación e intervenir en el proceso como un litigante más en adelante, tomándolo en el 

estado en que se encuentre. Si hubiera más de un tercerista, el Tribunal podrá exigir que 

actúen conjuntamente designando un procurador común. 
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Artículo 5.- (Prueba). La demanda, la contestación de la administración y la 

intervención que hagan los terceros deberá ser acompañada de la prueba documental que 

se intente hacer valer, indicando además todas las otras pruebas que se pretenda 

diligenciar. Podrá proponerse cualquier medio probatorio no prohibido por ley y solo podrán 

ser propuestas posteriormente las pruebas claramente supervinientes, o referidas a hechos 

nuevos o mencionados por la contraparte al contestar la demanda. 

Artículo 6.- (Demanda y contestación). El traslado de la demanda anulatoria será 

por treinta días improrrogables no perentorios, En ese plazo, la Administración demandada 

podrá allanarse a la pretensión, oponer excepciones previas, contestar contradiciendo o 

limitarse a comparecer denunciando siempre a los terceros interesados. Si adoptara más 

de una de esas actitudes, deberá hacerlo en forma simultánea y en el mismo acto. 

Contestada la demanda la parte actora tendrá un plazo de diez días para presentar 

la prueba complementaria que entiendan necesaria, así como renunciar a las que hubieran 

propuesto y ya no consideren necesaria. 

Artículo 7.- (Intervención del tercerista coadyuvante de la Administración). De 

la intervención de un tercerista coadyuvante de la Administración se dará traslado al actor 
. . 

y demandado por un plazo común de quince días y, al evacuar el traslado ambos podrán 

proponer prueba complementaria que considere necesaria. 

Artículo 8.- (Subsanación de defectos). El Tribunal podrá acordar un plazo 

razonable para que cualquier de las partes que intervienen en el proceso subsane los 

defectos que padezca su acto de proposición o de defensa, de la administración o de los 

terceristas. 

Artículo 9.- (Excepciones previas). Se podrán oponer como excepciones previas, 

además de las previstas en el Artículo 66 del Decreto-Ley Nº 15.524 de 09 de enero de 

1984, las previstas en el Artículo 133 del Código General del Proceso. De todas ellas, se 

conferirá traslado al actor por el plazo de diez días improrrogables y no perentorios. 

Artículo 10.- (Relevamiento de oficio de las excepciones previas). Aunque no se 

hubieran opuesto como excepciones previas, el Tribunal podrá relevar de oficio las . . 

siguientes excepciones previas: 

a) La falta de jurisdicción. 
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b) La falta de capacidad, de representación o de postulación, 

c) La falta de agotamiento de la vía administrativa. 

d) La manifiesta falta de legitimación en la causa de cualquiera de las 'partes. 

e) La caducidad de la acción. 

f) La cosa juzgada, la litispendencia y la improponibilidad manifiesta de la demanda. 

Si el Tribunal advirtiere que ocurre alguna de estas circunstancias, dará vista a las 

partes con plazo de diez días improrrogables y, si lo considera necesario, solicitará 

después el dictamen del Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo. 

La decisión al respecto será adoptada por tres integrantes del Tribunal, 

requiriéndose tres votos conformes para decidir. 

Artículo 11.- (Despacho Saneador). Finalizada la etapa de proposición, el Tribunal 

deberá resolver todas las cuestiones previas que obsten a la decisión de mérito, tanto las 

excepciones previas que se hubieran opuesto como las cuestiones relevables de oficio. 

Conferido los traslados o vistas que correspondieren por plazo de diez días, si fuera 

necesario diligenciar prueba, el Tribunal recibirá exclusivamente la prueba ofrecida sobre 

esos aspectos en los escritos respectivos y las que se hubiera ordenado de oficio. 

Diligenciada la prueba, las partes tendrán un plazo común de seis días 

improrrogables para alegar. Oído el Procurador del Estado en lo Contencioso 

Administrativo, el Tribunal dictará sentencia interlocutoria saneadora. 

Artículo 12.- (Prueba a diligenciar). Suprímanse los decretos de apertura a 

prueba. 

Resueltas la~ cuestiones previas, el Tribunal dictará resolución sobre la prueba a 

diligenciar -pudiendo rechazar la que fuera manifiestamente improcedente- y hará los 

señalamientos respectivos. 

Se considera improcedente la prueba manifiestamente innecesaria, inadmisible, 

impertinente o inconducente.· Se procurará evitar la excesiva dilación del período 

probatorio. El Tribunal está facultado para dar por desistida la prueba propuesta que no 

fuera aportada dentro de un plazo razonable. 
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Artículo 13.- (Alegatos de bien probado). Finalizado el diligenciamiento de la 

prueba, habrá un plazo común de quince días hábiles para que las partes presenten sus 

alegatos de bien probado. Vencido dicho plazo, se tendrá por concluida la causa y se dará 

traslado al Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo para que dictamine al 

respecto. 

El dictamen previo a la sentencia definitiva del Procurador del Estado en lo 

Contencioso Administrativo será preceptivo y tendrá para dictarlo un plazo de t~einta días 

improrrogables. 

Artículo 14.- (Acceso al Servicio de Informática del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo). Determínase que el acceso a la base de datos del Servicio de Informática 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el cual contiene información relativa a la 

gestión de sus expedientes, así como su jurisprudencia, estará disponible para todas las 

personas y de forma gratuita. 

La erogación para el mantenimiento de dicho servicio será financiado por rentas 

generales. 

12



REFORMAS PROCESALES PARA LA ACCIÓN DE NULIDAD ANTE EL 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

Este proyecto de ley propone una serie de modificaciones a las normas qL:Je regulan 

el proceso conte~cioso-anulatorio tramitado ante ·el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo. Esto en la búsqueda de mejorar tanto cualitativamente como 

cuantitativamente el proceso, intentando agilizarlo y hacerlo más eficiente para los 

litigantes. 

En este sentido, .se consagra a texto expreso que, en todos aquellos aspectos no 

regulados en el Decreto-Ley Nº 15.524 de 9 de enero de 1984, en la Ley Nº 15.869 de 22 

de junio de 1987 y en el proyecto, así como en las situaciones que s'e remitan al Código de 

Procedimiento Civil, se aplicará el Código General de Proceso de modo supletorio. De esta 

manera, se agiliza de manera sustantiva el proceso de nulidad, dejando atrás una 

estructura procesal que pesada y lenta que no responde a la realidad actual. 

Por otro lado, se establecen reglas para fijar el domicilio de los Gobiernos 

Departamentales, incluyendo el del Congreso de Intendentes como forma de facilitar las 

notificaciones, los traslado$ y las vistas. A su vez, como forma de modernizar el sistema de 

notificaciones, se consagra la preceptividad del domicilio electrónico. 

A su vez, se proponen normas que regulen las tercerías durante el proceso. En este 

sentido, se prevé la necesidad de denunciar los nombres y domicilios de los.terceros cuyos 

derechos o intereses directos,· personales y legítimos, pudieran resultar perjudicados en 

caso de recaer sentencia anulatoria. Se establece además un plazo de treinta días para 

que comparezcan aquellos terceros interesados en coadyuvar con la defensa. En ·igual 

sentido, para la intervención del tercerista coadyuvante de la Administración. 

En cuanto a la demanda y la contestación, se prevé que la parte actora presente en 

un plazo de diez días la prueba complementaria que entienda necesaria, así como 

renunciar a las que hubieran propuesto y ya no consideren necesaria. 

Se establece a texto expreso la posibilidad de oposición de todas las excepciones 

previas previstas en el Artículo 66 del Decreto-Ley Nº 15.524 y en el Artículo 133 del 

Código General del Proceso; y se proponen reglas para su relevamiento de oficio. 
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A su vez, se determina la .estructura de la etapa procesal final, hasta el dictado de 

sentencia. Allí se regulan aspectos probatorios, relativos a los alegatos de bien probado y 

al dictamen final y preceptivo del Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo. 

Finalmente, se prevé que la base de datos del Servicio de Informática del Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo, esté disponible para todas las personas y de forma 

gratuita. De esta manera, en consonancia con los principios de transparencia y de libre 

acceso a la información, que ya fueran consagrados en otras normas jurídicas, se busca 

facilitarle al ciudadano el acceso a la justicia. 

Por todo lo expuesto, se eleva el presente proyecto de ley para ser considerado por 

el cuerpo. 
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DISPOSICIONES CITADAS 





CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 

LIBRO I - DISPOSICIONES GENERALES 

TÍTULO VI - DE LA ACTIVIDAD PROCESAL 

CAPÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES 

SECCIÓN III - DE LAS COMUNICACIONES PROCESALES 

A) COMUNICACIONES A LAS PARTES

 Artículo 87. Providencias exceptuadas.- Serán notificadas en el domicilio de 
los interesados, salvo si se pronunciaren en audiencia, y respecto de aquellos 
que hubieren concurrido o debido concurrir a la misma:  

1) A la persona frente a quien se pide, el auto que provee una petición de
diligencia preparatoria, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307.3. 

2) El auto que da conocimiento de la demanda principal, reconvencional o
incidental, el que cita de excepciones y el que confiere traslado de excepciones 
(artículos 338.2, 356, 379.4 y 397.3). 

3) A la parte de quien emana, el auto que admite un documento en la
oportunidad prevista por el artículo 171. 

4) El auto que convoca a audiencia.

5) Las providencias posteriores a la conclusión de la causa.

6) La sentencia definitiva o interlocutoria.

Fuente: Ley Nº 17.707, de 10 de noviembre de 2003, artículo 5º. 

7) La providencia que confiere traslado de los recursos de apelación o
casación y de la adhesión. 

8) El auto que ordena la facción de inventario.

9) Al tercero, el auto que lo cita o llama para que comparezca en un
procedimiento contencioso o voluntario. 

10) Las providencias recaídas en el pedido inicial de ejecución de sentencia.

11) Las resoluciones que el tribunal disponga sean notificadas a domicilio,
siempre que no se trate de aquellas pronunciadas en audiencia (artículo 76). Al 
ejercer esta facultad, el tribunal deberá aplicar un criterio restrictivo. 

Fuente: Ley Nº 19.090, de 14 de junio de 2013, artículo 1º. 
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LIBRO I - DISPOSICIONES GENERALES 

TÍTULO VI - DE LA ACTIVIDAD PROCESAL 

CAPÍTULO II - ACTOS DE PROPOSICION 

SECCIÓN III - DE LA CONTESTACIÓN Y DE LA RECONVENCIÓN 

Artículo 133. Excepciones previas.- 

    133.1 El demandado puede plantear como excepciones previas: 

1) La incompetencia del tribunal.
2) La litispendencia.
3) El defecto en el modo de proponer la demanda, la inadecuación del

trámite dado a la misma o la indebida acumulación de pretensiones.
4) La incapacidad del actor o de su representante o la falta de personería

de este último.
5) La prestación de caución en el caso de procuración oficiosa (artículo

41).
6) La prescripción, que no podrá ser alegada posteriormente.
7) La caducidad.
8) La cosa juzgada o la transacción.
9) La falta de legitimación o interés cuando surja manifiestamente de los

propios términos de la demanda, así como la improponibilidad
manifiesta de esta última.

    133.2 El tribunal relevará de oficio la incompetencia por razón de materia, 
cuantía, grado o turno, la litispendencia, la falta de representación, la incapacidad 
declarada del actor o de su representante, la caducidad, la cosa juzgada, la 
transacción, la manifiesta falta de legitimación en la causa o interés y la 
improponibilidad manifiesta de la demanda. 

    La incompetencia, excepto la que afecte la materia penal, solamente podrá 
ser relevada antes o durante la audiencia preliminar.  Celebrada ésta, precluye 
la posibilidad de plantearla y el órgano jurisdiccional de primera instancia 
continuará entendiendo en el asunto hasta su finalización, sin que ello cause 
nulidad. Declarada la incompetencia, las actuaciones cumplidas serán válidas y 
se remitirán a conocimiento del tribunal competente. 

 Fuente: Ley Nº 19.090, de 14 de junio de 2013, artículo 1º. 
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Decreto-Ley N° 15.524, 
de 9 de enero de 1984 

PARTE PRIMERA 

ORDENAMIENTO ORGÁNICO 

TÍTULO I  
DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

CAPÍTULO I  
ORGANIZACIÓN DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

Artículo 11.- El Tribunal actuará durante las Ferias y en los días feriados previa 
habilitación y en asuntos en que exista urgencia. Esa habilitación podrá 
decretarse antes del feriado o dentro de él. 

La calificación de la urgencia será hecha por el Tribunal, por su Presidente o 
por el Ministro de Feria, según sea el caso. 

Sólo se estimarán urgentes para este efecto, las actuaciones cuya dilación 
pueda causar evidente perjuicio grave a los interesados o a la buena 
Administración de Justicia. 

En los días feriados habilitados proveerá el Presidente de la Corporación. 

El escrito respectivo podrá presentarse en el domicilio de cualquiera de los 
Secretarios Letrados. 

CAPÍTULO III 
DE LA PROCURADURÍA DEL ESTADO EN LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Artículo 17.- El Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo 
dispondrá de un término de noventa días corridos para dictaminar, contados 
desde el día siguiente al de la entrega del expediente en su Oficina. Dicho 
término se suspende en la forma prevista en los artículos 46, 85 y 87. 

 Vencido el plazo a que refiere el artículo anterior sin que haya habido 
dictamen escrito, se entenderá que el Procurador del Estado ha producido 
informe a favor del actor. Todo ello sin perjuicio de dar cuenta al Poder Ejecutivo. 

Fuente: Ley Nº 16.320 de 1 de noviembre de 1992, artículo 414. 
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PARTE SEGUNDA 
ORDENAMIENTO PROCESAL 

TÍTULO II 
DEL PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL EN MATERIA ANULATORIA 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 45.- Los expedientes podrán retirarse de la oficina bajo firma de 
letrado sin necesidad de mandato del Tribunal, para alegar de bien probado, 
interponer el recurso de revisión y evacuar el traslado del mismo. 

Podrán igualmente ser retirados para su estudio por un plazo de hasta tres 
días hábiles, siempre que su entrega no obste al cumplimiento de una diligencia 
pendiente ni perturbe el desarrollo normal del proceso. 

Artículo 46.- Los plazos procesales que se cuentan por días sólo se 
suspenderán durante las ferias judiciales y la Semana de Turismo. Cuando 
venzan en día inhábil quedarán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente. 

Exceptúanse los plazos cuya duración no exceda de quince días y los que se 
cuentan por horas, en los cuales solamente se computarán los días hábiles. 

Los días son hábiles o inhábiles según funcione o no en ellos, la Oficina del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. También serán considerados 
inhábiles todos los días en que, por cualquier causa, no abra sus puertas durante 
todo el horario habitual la oficina en que deba realizarse la gestión. 

Para el cómputo de los plazos procesales fijados en meses o en años se 
contarán los días hábiles y los inhábiles. 

El día para la práctica de todas las diligencias judiciales se entiende el natural, 
desde la salida del sol hasta su ocaso. 

En los días inhábiles y en los hábiles fuera del día natural, no podrá practicarse 
diligencia judicial alguna sin previa habilitación por causa justificada. En los días 
inhábiles podrán presentarse escritos durante el día natural cuando sean de 
carácter urgente. Para el caso de no estar especialmente determinado en otras 
disposiciones, el término de los traslados será de seis días y tres el de las vistas. 

Artículo 47.- Mediante acuerdo expreso de partes, podrá suspenderse la 
tramitación del proceso por un término que especificarán. 

Dicho término podrá prorrogarse a petición de ambas partes. 

Artículo 48.- Los términos procesales se contarán desde el día siguiente al de 
la notificación de la resolución respectiva. 
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CAPÍTULO II 

Artículo 57.- Cuando actuara como coadyuvante más de una persona y sus 
posiciones no fueren contradictorias, el Tribunal podrá exigir que designen 
procurador común en el plazo que al efecto señale. Si en el mismo, los 
requeridos no se pusieren de acuerdo, el Tribunal podrá hacer la designación 
correspondiente. 

CAPÍTULO III 

Artículo 59.- La demanda deberá contener: 

1) El nombre y domicilio del actor.

2) El nombre de la persona jurídica demandada y la individualización precisa
del órgano que expidió el acto lesivo. El Tribunal, en cada caso, determinará el 
domicilio donde deberá efectuarse la notificación. 

3) La determinación del acto cuya anulación se solicita.

4) El detalle de los extremos configurativos del agotamiento de la vía
administrativa y comparecencia en plazo, expuestos con toda precisión. 

5) Los hechos y actos en que se funda el pedido de anulación expuestos con
claridad y precisión. 

6) Los fundamentos de derecho establecidos de la misma manera,
individualizando la norma o normas que se consideren vulneradas o los extremos 
que se estimen configurativos de desviación, abuso o exceso de poder. 

7) La petición expresada con total claridad.

Artículo 61.- Con la demanda se acompañarán: 

1) El o los documentos que acrediten la representación del compareciente
cuando no sea el mismo interesado. 

2) El o los documentos en que se funda el derecho. Si no los tuviere a su
disposición, los mencionará con la individualización posible expresando lo que 
de ellos resulte, y designando el archivo, oficina pública o lugar donde se 
encuentren los originales. 

  Después de interpuesta la demanda, no se admitirán al actor otros de esa 
naturaleza que los de fecha posterior o anterior con sujeción al artículo 374 del 
Código de Procedimiento Civil y sin perjuicio de la facultad conferida al Tribunal 
por el artículo 73 de esta ley. 

3) La copia o notificación del acto impugnado o la individualización del "Diario
Oficial" en que se haya publicado. De no ser posible, la indicación del expediente 
en el que haya recaído el acto administrativo que es objeto del juicio. 
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Artículo 62.- Cuando la demanda, a juicio del Tribunal, no reúna las exigencias 
precedentes -requisitos para la validez de la comparecencia- señalará un plazo 
de treinta días para que el accionante subsane el o los defectos que le indicará, 
mediante providencia que se notificará personalmente. 

La caducidad no se operará durante dicho plazo de treinta días. Si en el plazo 
acordado, el actor no cumpliera con lo requerido, el Tribunal podrá ordenar el 
archivo de las actuaciones, teniéndose por no interpuesta la demanda. 

Si el accionante alegara impedimentos atendibles a juicio del Tribunal, éste 
podrá dar trámite a la demanda. 

Artículo 63.- Interpuesta la demanda en forma, se dará traslado de la misma 
al demandado, con plazo de veinte días, quien dentro del mismo término deberá 
remitir los antecedentes administrativos. 

Si la parte demandada solicitase antes de que se le haya acusado rebeldía 
que se le aumente el término para contestar, se le concederá la mitad del 
señalado. 

Artículo 66.- Sólo son admisibles como excepciones dilatorias: 

1) La falta de jurisdicción.

2) La falta de capacidad legal en el actor, o la de personería del
representante o procurador. 

3) Defecto legal en el modo de preparar la demanda.

4) Prestación de caución en los casos previstos por la ley.
Dentro del mismo plazo concedido para las dilatorias, son también admisibles

las de: 

a) Cosa juzgada.

b) Falta de agotamiento de la vía administrativa.

c) Caducidad.

Artículo 68.- Si la parte demandada quiere oponer alguna o algunas de las 
excepciones mencionadas en los artículos precedentes, deberá hacerlo dentro 
del término de nueve días perentorios. 

Artículo 69.- Del escrito en que se opongan excepciones dilatorias se dará 
traslado con calidad de autos, al actor, quien deberá evacuarlo dentro del término 
de seis días. 

Artículo 70.- Si en vista de la contestación del actor, el Tribunal lo estimare 
necesario, abrirá el incidente a prueba por el término de treinta días. 
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Artículo 71.- Vencido que sea el término, el Secretario agregará las pruebas 
que se hubiesen producido y se oirá sobre ellas al demandado y al actor con 
término de seis días a cada uno. Presentados los respectivos escritos de las 
partes o acusada rebeldía y previa vista al Procurador del Estado, quedará 
concluso el incidente para sentencia interlocutoria y se ordenará que los autos 
pasen a estudio de los Ministros por su orden. 

Sin embargo, el Tribunal, por voto unánime, podrá a los efectos de dictar 
sentencia interlocutoria, ver los autos en el Acuerdo. 

Este procedimiento se observará, asimismo, para el trámite de los incidentes. 

Artículo 73.- Si la parte demandada no opone las excepciones referidas en el 
artículo 66, evacuado el traslado de la demanda o acusada rebeldía, el Tribunal 
procederá en la forma prevista en el artículo 67, cuando correspondiere. 

En caso contrario, si las partes hubiesen ofrecido prueba o el Tribunal lo 
considerase necesario por entender que los hechos expuestos son de indudable 
trascendencia para la resolución del pleito, o no haber acuerdo de las partes 
sobre los mismos, se abrirá la causa a prueba por el término de sesenta días. 

Artículo 79.- Vencido el término de prueba, la Secretaría la agregará a los 
autos con el certificado respectivo y el Tribunal mandará alegar de bien probado 
por su orden con plazo de quince días improrrogables. 

El cómputo se suspenderá por el término que los autos no estén en 
condiciones de ser entregados, circunstancia que deberá hacerse constar por la 
Oficina con expresión de causa. 

CAPÍTULO IV 

La sentencia en el procedimiento de anulación 

Artículo 82.- Los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
dispondrán para estudiar el asunto, de un plazo de cuarenta y cinco días, que 
empezará a correr desde el día siguiente al de la fecha en que fueron pasados 
los autos a ese efecto, según nota de Secretaría. 

Si entre la fecha de devolución de los autos por un Ministro y la nota de 
Secretaría pasando el expediente a estudio del que le sigue, mediaren más de 
diez días, dicho plazo empezará a correr, no desde la fecha de la nota de 
Secretaría, sino desde la devolución. 

De igual modo, si entre la fecha de la última actuación y la nota de la 
Secretaría pasando los autos a estudio de un Ministro mediaren más de treinta 
días, el plazo indicado empezará a correr desde la última actuación y no desde 
la nota de la Secretaría. 

Tratándose de sentencias interlocutorias el término para estudio será de 
veinte días. 
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Artículo 84.- Devuelto el expediente por el Ministro a quien haya 
correspondido estudiarlo en último término o resuelto ver los autos en el Acuerdo, 
la sentencia deberá ser dictada dentro de los veinte días siguientes. 

CAPÍTULO V 
OTROS MODOS DE TERMINACIÓN DEL PROCESO 

Artículo 96.- La perención de la instancia se verificará cuando transcurran seis 
meses sin que se haya hecho ningún acto del procedimiento, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 47. La perención podrá declararse de oficio o a petición 
de parte. 

CAPÍTULO VI 
DE LOS RECURSOS 

Artículo 98.- Notificada a las partes la sentencia definitiva, cualquiera de ellas 
podrá solicitar, dentro del término de tres días, la explicación de algún concepto 
oscuro o palabra dudosa que contenga. El Tribunal, sin más trámite se expedirá 
dentro del término de quince días. 

También se podrá, a igual pedimento, dentro de los mismos términos, ampliar 
el fallo pronunciándose el Tribunal sobre algún punto esencial del pleito que se 
hubiese omitido en la sentencia. 

Artículo 100.- El recurso deberá interponerse dentro de los veinte días 
perentorios contados desde el siguiente al de la notificación de la sentencia. 

Del recurso interpuesto se dará traslado a la contraparte por el término de 
veinte días perentorios contados desde el siguiente al de la notificación del auto 
que lo confiere. 

Evacuado que fuere el traslado o vencido el término respectivo, se procederá, 
si correspondiere, al diligenciamiento de la prueba con término de treinta días y, 
oído el Procurador del Estado, que deberá expedirse dentro de cuarenta y cinco 
días, se citará para sentencia. 

TÍTULO III 
OTROS PROCEDIMIENTOS 

CAPÍTULO ÚNICO 
DEL PROCEDIMIENTO EN LAS CONTIENDAS DE COMPETENCIA Y 

DIFERENCIAS ADMINISTRATIVAS 

Artículo 101.- Las contiendas de competencia y las diferencias previstas en el 
artículo 25 de la Sección XV de la Constitución en la redacción dada por el 
artículo 1º del Acto Institucional Nº 12 podrán ser sometidas a resolución del 
Tribunal por cualquiera de los órganos interesados, mediante petición fundada, 
con los antecedentes respectivos. 
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El Tribunal dará vista de la petición al órgano correspondiente por el término 
de quince días improrrogables, el que, al evacuarla, presentará los antecedentes 
a su disposición. 

Evacuada la vista o vencido el término estipulado, el Tribunal procederá como 
se indica en el artículo 103. 

Artículo 103.- Si se ofrece prueba el Tribunal podrá disponer su 
diligenciamiento por el término de treinta días, así como el de aquella que estime 
necesaria para la mejor instrucción del asunto. 

Diligenciada la prueba será oído el Procurador del Estado llamándose los 
autos para sentencia, previo estudio por su orden. 

Si no se ofrece prueba, o si el Tribunal no la dispone de oficio, se procederá 
como lo dispone el inciso anterior. 

Artículo 104.- En todos los puntos no regulados expresamente por esta ley, 
se estará a lo dispuesto en la Ley de Organización de los Tribunales, Código de 
Procedimiento Civil y demás leyes que rijan la materia, concordantes, 
complementarias y modificativas. 

DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS 

Artículo 107.- Todas las modificaciones que se introducen en las materias de 
agotamiento de la vía administrativa y del plazo en que debe ejercitarse la acción 
de nulidad, regirán respecto de los actos administrativos originarios que se 
emitan a partir de la vigencia de la presente ley. 

El plazo que tiene la Administración para decidir las peticiones que se hallaren 
en trámite a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se regirá por el régimen 
anterior. 

Artículo 108.- La presente ley comenzará a regir a partir del 1º de febrero de 
1984 y se aplicará a los asuntos en trámite. 

No regirá para los recursos interpuestos ni para los trámites, diligencias y 
plazos que hubieran tenido principio de ejecución o empezado a correr antes de 
esa fecha. 

En materia de competencia, los asuntos en trámite a esa fecha continuarán 
bajo el régimen anterior, en todas sus instancias y hasta su terminación. 

Los asuntos pendientes ante los actuales Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en lo Civil, y que a partir de la vigencia de la presente ley 
corresponderán a los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Contencioso 
Administrativo, continuarán su trámite, hasta su conclusión, ante los mismos 
Juzgados donde se están sustanciando. 
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Ley N° 15869,  
de 22 de junio de 1987 

RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

 Artículo 1º.-  Deróganse los numerales 2, 3 y 4 del artículo 26 del decreto ley 
15.524, de 9 de enero de 1984. Los llamados actos políticos podrán ser objeto 
de la acción de nulidad.  

 Artículo 2º.- El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a pedido de la parte 
actora, que deberá formularse con la demanda y previa sustanciación con un 
traslado por seis días a la parte demandada, podrá decretar la suspensión 
transitoria, total o parcial, de la ejecución del acto impugnado, siempre que la 
misma fuere susceptible de irrogar a la parte actora daños graves, cuyo alcance 
y entidad superen los que la suspensión pudieren ocasionar a la organización y 
funcionamiento del órgano involucrado. 

 La posibilidad de percibir la correspondiente indemnización no impedirá que, 
atendidas las circunstancias del caso, el Tribunal disponga la suspensión. 

 Dicha suspensión también podrá ser decretada por el Tribunal cuando, a su 
juicio, el acto impugnado aparezca, inicialmente, como manifiestamente ilegal. 

La decisión del Tribunal, en este caso, no importará prejuzgamiento. 

 Artículo 3º.- Decretada la suspensión del acto, ésta mantendrá su vigor desde 
su notificación a la parte demandada y hasta la conclusión del proceso, pero el 
Tribunal, a petición de parte o de oficio y en cualquier momento del trámite, 
podrá, en atención a nuevas circunstancias, dejarla sin efecto o modificarla. 

 Si la parte demandada no evacúa el traslado o haciéndolo, omite el adecuado 
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 63 y 64 del decreto ley 15.524, 
podrá decretarse la suspensión si de las afirmaciones de la parte actora y de los 
elementos de juicio que ésta hubiere incorporado al efecto, surgen 
circunstancias que, a juicio del Tribunal, la hicieran pertinente, sin perjuicio de la 
ratificación o rectificación de lo decidido, luego de incorporados los antecedentes 
administrativos. 

  En todos los casos el Tribunal deberá decidir sobre la petición de suspensión 
dentro del plazo de treinta días de concluida la sustanciación del incidente, 
suspendiéndose ese plazo durante un máximo de sesenta días para el 
diligenciamiento de las probanzas que el Tribunal estime necesarias y disponga 
por vía de diligencias para mejor proveer.  

 Artículo 4º.- La acción de nulidad no podrá ejercerse si previamente no ha sido 
agotada la via administrativa. A este efecto los actos administrativos, expresos o 
tácitos, deberán ser impugnados con el recurso de revocación ante el mismo 
órgano que los haya dictado, dentro de los diez días corridos y siguientes al de 
su notificación personal o su publicación en el Diario Oficial. Si el acto 
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administrativo no ha sido notificado personalmente ni publicado en el Diario 
Oficial, el interesado podrá recurrirlo en cualquier momento. 

 Cuando el acto administrativo haya sido dictado por un órgano sometido a 
jerarquía deberá interponerse además, en forma conjunta y subsidiaria, el 
recurso jerárquico para ante el jerarca máximo de dicho órgano. 

  Cuando el acto administrativo haya sido dictado por el Directorio o Director 
General de un Servicio Descentralizado, deberá interponerse además, en forma 
conjunta y subsidiaria, el recurso de anulación para ante el Poder Ejecutivo. 

  Cuando el acto administrativo haya sido dictado por un órgano sometido a 
jerarquía en un Servicio Descentralizado, deberán interponerse además, en 
forma conjunta y sucesivamente subsidiaria, el recurso jerárquico para ante el 
Directorio o Director General, y el recurso de anulación para ante el Poder 
Ejecutivo. 

 Cuando el acto administrativo haya sido dictado por un órgano de un Gobierno 
Departamental, deberá ser impugnado mediante el recurso de reposición ante 
ese órgano (artículo 317 de la Constitución), dentro de los diez días corridos y 
siguientes al de su notificación personal o su publicación en el Diario Oficial. Si 
el acto administrativo no ha sido notificado personalmente ni publicado como se 
indica, el interesado podrá recurrirlo en cualquier momento. 

  Cuando el acto administrativo haya sido dictado por un órgano de un Gobierno 
Departamental y si el mismo estuviere sometido a jerarquía, deberá interponerse 
además, en forma conjunta y subsidiaria, el recurso de apelación para ante el 
jerarca máximo de dicho órgano (artículo 317 de la Constitución).  

 Artículo 5º.- A los ciento cincuenta días siguientes al de la interposición de los 
recursos de revocación o de reposición, a los doscientos días siguientes a la 
interposición conjunta de los recursos de revocación y jerárquico, de revocación 
y de anulación, o de reposición y apelación, y a los doscientos cincuenta días 
siguientes al de la interposición conjunta de los recursos de revocación, 
jerárquico y de anulación, si no se hubiere dictado resolución sobre el último 
recurso se tendrá por agotada la vía administrativa.  

Fuente: Ley Nº 17.292, de 25 de enero de 2001, artículo 41. 

 Artículo 6º.- Vencido el plazo de ciento cincuenta días o el de doscientos, en 
su caso, se deberán franquear, automáticamente, los recursos subsidiariamente 
interpuestos, reputándose fictamente confirmado el acto impugnado. 

  El vencimiento de los plazos a que refiere el inciso primero del presente 
artículo no exime al órgano competente para resolver el recurso de que se trate, 
de su obligación de dictar resolución sobre el mismo (artículo 318 de la 
Constitución de la República). Si ésta no se produjera dentro de los treinta días 
siguientes al vencimiento de los plazos previstos en el inciso primero, la omisión 
se tendrá como presunción simple a favor de la pretensión del actor, en el 
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momento de dictarse sentencia por el Tribunal respecto de la acción de nulidad 
que aquél hubiere promovido.  

Fuente: Ley Nº 17.292, de 25 de enero de 2001, artículo 41. 

 Artículo 7º.- Si la resolución definitiva de la Administración fuere notificada 
personalmente al recurrente o publicada en el Diario Oficial antes del 
vencimiento del plazo total que en cada caso corresponda, la vía administrativa 
quedará agotada en la fecha de la notificación o de la publicación.  

 Artículo 8º.- Las peticiones que el titular de un derecho o de un interés directo, 
personal y legítimo formule ante cualquier órgano administrativo, se tendrán por 
desechadas si al cabo de 150 días siguientes al de la presentación, no se dictó 
resolución expresa sobre lo pedido. 

 El vencimiento de dicho plazo no exime al órgano de su obligación de 
pronunciarse expresamente sobre el fondo del asunto. 

 La decisión expresa o ficta sobre la petición, podrá ser impugnada de 
conformidad a lo prevenido en los artículos 4 y siguientes. 

 Cuando el peticionario sea titular de un derecho subjetivo contra la 
Administración, la denegatoria expresa o ficta no obstará el ejercicio de las 
acciones tendientes a hacer valer aquel derecho.  

Fuente: Ley Nº 16.462, de 11 de enero de 1994, artículo 180. 

 Artículo 9º.- La demanda de anulación deberá interponerse, so pena de 
caducidad, dentro de los sesenta días corridos y siguientes al de la notificación 
personal al recurrente o al de la publicación en el Diario Oficial del acto que 
ponga fin a la vía administrativa. 

 Si hubiere recaído denegatoria ficta, el plazo correrá a partir del día siguiente 
a aquel en que la misma hubiera quedado configurada. 

 Si el acto definitivo no hubiere sido notificado personalmente ni publicado en 
el Diario Oficial, según corresponda, se podrá interponer la demanda de 
anulación en cualquier momento. 

 Sin perjuicio de ello, la acción de nulidad caducará siempre a los dos años 
contados desde la fecha de la interposición de los recursos administrativos. 

 Aunque hubiere vencido el plazo del inciso primero, la acción de nulidad podrá 
también ser ejercida hasta sesenta días después de la notificación personal o 
publicación en el Diario Oficial en su caso, de cada acto ulterior que confirme 
expresamente, interprete o modifique el acto recurrido o el acto que haya 
agotado la vía administrativa, sin poner fin al agravio. 

 Si el Juez, de oficio o a petición de parte, declara que la demanda se presentó 
antes de estar agotada la vía administrativa, se suspenderán los procedimientos 
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hasta que se cumpla dicho requisito. Cumplido el mismo, quedarán convalidadas 
las actuaciones anteriores.  

 Artículo 10.- Los plazos a que se refiere la presente ley se contarán por días 
corridos y se computarán sin interrupción. 

 El plazo de que disponen las autoridades administrativas para resolver las 
peticiones y recursos se suspenderá, solamente, durante la Semana de Turismo. 

 Los plazos para la interposición de los recursos administrativos y para el 
ejercicio de la acción de nulidad, se suspenderán durante las Ferias Judiciales y 
la Semana de Turismo. 

 Los plazos que venzan en día feriado se extenderán hasta el día hábil 
inmediato siguiente.  

 Artículo 11.- Modifícanse los artículos 406 de la ley 13.032, de 7 de diciembre 
de 1961, y 676 de la ley 14.106, de 14 de marzo de 1973, y se fija en treinta días 
el plazo de noventa días establecidos en dichas normas para la instrucción del 
asunto.  

 Artículo 12.- Respecto de los Actos Administrativos originarios, dictados antes 
de la entrada en vigencia de la presente ley, serán válidos el agotamiento de la 
vía administrativa y el ejercicio de la acción de nulidad que se hubieren ajustados 
a cualesquiera de los plazos que estuvieron sucesivamente en vigencia en la 
materia.  

 Artículo 13.- Deróganse los artículos 30 a 34 del decreto ley 15.524, de 9 de 
enero de 1984. 
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